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			This roundtable examines the growing judicialization of tax disputes and the reasons why conflicts –formerly resolved through administrative channels– are now increasingly settled by the judiciary. It also analyzes the roles played by the Tax Administration and the Tax Tribunal in this context, as well as the phenomenon’s impact on legal certainty, the duration of proceedings, and taxpayer confidence in the tax justice system.

			The authors agree that the rise in litigation stems from a combination of factors, including the increasingly frequent use of contentious-administrative lawsuits initiated by the Tax Administration, the diminishing effectiveness of the administrative process as a final recourse, and the need to strengthen the system’s institutional framework. Based on this analysis, the authors put forward various proposals aimed at restoring the exceptional nature of judicial intervention in these matters.
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			En esta mesa redonda se examina la creciente judicialización de las reclamaciones tributarias y las razones por las cuales los conflictos –que habitualmente se resolvían en la vía administrativa– terminan hoy siendo resueltos por el Poder Judicial. Asimismo, se estudia la función que desempeñan la Administración Tributaria y el Tribunal Fiscal en este escenario, así como los efectos que este fenómeno genera sobre la seguridad jurídica, la duración de los procesos y la confianza de los contribuyentes en el sistema de justicia tributaria.

			Los autores coinciden en que el incremento de la litigiosidad se debe a una combinación de factores, entre ellos, el uso cada vez más frecuente de las demandas contencioso-administrativas promovidas por la Administración Tributaria, la pérdida de la eficacia de la vía administrativa como instancia definitiva, y la necesidad de fortalecer la institucionalidad del sistema. A raíz de este análisis, se plantean diversas propuestas orientadas a recuperar el carácter excepcional de la judicialización.

			Palabras clave: Judicialización; reclamaciones tributarias; Tribunal Fiscal; SUNAT; proceso contencioso-administrativo; litigiosidad tributaria.

		

		
			1.	Para iniciar con un diagnóstico del escenario actual, ¿por qué, a diferencia de lo que ocurría en la década pasada, observamos que los conflictos en materia tributaria han terminado por resolverse mayoritariamente en la instancia judicial y ya no en la sede administrativa?

			LUIS HERNÁNDEZ BERENGUEL: En primer lugar, considero importante que previamente, aunque de manera breve, precisemos el marco legal vigente en materia del derecho a interponer demandas contencioso-administrativas contra las resoluciones del Tribunal Fiscal que agotan la vía administrativa. 

			El artículo 148 de la Constitución (1993) establece lo siguiente: “[las] resoluciones administrativas que causan estado son susceptibles de impugnación mediante la acción contencioso-administrativa”.

			La Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo (en adelante, LPCA) señala en su artículo 1 que:

			La acción contencioso administrativa prevista en el artículo 148 de la Constitución tiene por finalidad el control jurídico por el Poder Judicial de las actuaciones de la administración pública sujetas al derecho administrativo y la efectiva tutela de los derechos e intereses de los administrados. (2001)

			Y, en el primer párrafo de su artículo 11, dispone que el “titular de la situación jurídica sustancial protegida que haya sido o esté siendo vulnerada por la actuación administrativa impugnable materia del proceso” (2001), es quien tiene legitimidad para obrar activa.

			El segundo párrafo del mencionado artículo agrega que:

			También tiene legitimidad para obrar activa la entidad pública facultada por ley para impugnar cualquier actuación administrativa que declare derechos subjetivos; previa expedición de resolución motivada en la que se identifique el agravio que aquella produce a la legalidad administrativa y al interés público, y siempre que haya vencido el plazo para que la entidad que expidió el acto declare su nulidad de oficio en sede administrativa. (2001) [el énfasis es nuestro]

			Las normas que anteceden limitan la posibilidad de que una entidad pública facultada por ley –en este caso, la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria (en adelante, SUNAT), y demás entidades públicas que administran tributos– puedan interponer una demanda contencioso-administrativa, exigiendo para ello que previamente se expida una resolución motivada en la que se identifique el agravio a la legalidad administrativa y al interés público, y siempre que haya vencido el plazo para que la entidad que expidió el acto declare su nulidad de oficio.

			Vemos entonces que ya el artículo 11 de la LPCA claramente señala que la entidad pública facultada por ley para interponer demandas contencioso-administrativas solo puede ejercer dichas facultades bajo ciertas condiciones y no de manera irrestricta como en el caso de cualquier administrado.

			El artículo 157 del Código Tributario que precisa que la resolución del Tribunal Fiscal agota la vía administrativa y que es impugnable mediante el proceso contencioso-administrativo1 claramente conduce a la misma conclusión. Dicho artículo señala en su último párrafo que:

			La Administración Tributaria no tiene legitimidad para obrar activa. De modo excepcional, la Administración Tributaria podrá impugnar la resolución del Tribunal Fiscal que agota la vía administrativa mediante el Proceso Contencioso Administrativo en los casos en que la resolución del Tribunal Fiscal incurra en alguna de las causales de nulidad previstas en el artículo 10° de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. (2013) [el énfasis es nuestro]

			El Código Tributario no hace más que reiterar que las entidades públicas facultadas por ley para interponer demandas contencioso-administrativas2 solo pueden hacerlo de modo excepcional y el no reconocimiento de esta situación de excepcionalidad es la primera causa de la cada vez más generalizada judicialización de los conflictos tributarios. Ello porque al derecho irrestricto de los administrados de interponer demandas contencioso-administrativas contra resoluciones del Tribunal Fiscal para obtener la efectiva tutela de sus derechos e intereses, ahora se le suma la ilegal posición de la Administración Tributaria, validada por el Poder Judicial, de interponer dichas demandas contra infinidad de resoluciones del Tribunal Fiscal, en tanto ellas simplemente no confirmaron la posición inicial de dicha Administración.

			En especial, la SUNAT ha interiorizado –desde hace un tiempo– que tiene el derecho a interponer demanda contencioso-administrativa contra cualquier resolución del Tribunal Fiscal que no le dé la razón, y ha venido avisando de ese derecho sin que nadie, y en especial el Poder Judicial, le haga ver que su facultad es excepcional. Por el contrario, ello se sigue acompañando de la creación de más juzgados y salas superiores ‘supuestamente especializadas’.

			Una segunda causa de la generalizada judicialización de los conflictos tributarios, especialmente en los últimos años, es el hecho de que la facultad de impugnar judicialmente las resoluciones del Tribunal Fiscal haya sido otorgada a la Administración Tributaria. Se da, entonces, el hecho curioso de que la Administración Tributaria –y en especial la SUNAT– fiscaliza, genera y notifica resoluciones de determinación y de multa, resuelve las reclamaciones contra dichas resoluciones, se constituye como parte en las apelaciones ante el Tribunal Fiscal formuladas por los administrados y si finalmente el Tribunal Fiscal le da la razón al administrado insiste en su posición original, interponiendo una demanda.

			En vez de haber otorgado la ley esta facultad excepcional a un ente independiente, conformado por técnicos de primer nivel, con el objetivo de lograr que el ejercicio de dicha facultad no dependa del órgano administrador y sea totalmente imparcial, la ha encargado a la Administración Tributaria. 

			Una buena solución, en nuestro concepto, es la que se adoptó a través del Decreto Legislativo 953 que, al modificar el artículo 157 del Código Tributario entonces vigente, le exigía a SUNAT –exigencia que tendría que haberse extendido a todos los órganos administradores de tributos– que, antes de interponer la demanda ante el Poder Judicial, obtuviera autorización para ello del Ministerio de Economía y Finanzas (en adelante, MEF). Este, a su vez, conforme a lo previsto en el Decreto Supremo 035-2004-EF, tenía que contar con una opinión técnico-jurídica para otorgar o denegar la autorización emitida por el Defensor del Contribuyente y Usuario Aduanero3.

			La judicialización de reclamos tributarios descendería drásticamente, en nuestra opinión, si se acepta: (i) que la facultad de las entidades públicas de interponer demandas contencioso-administrativas contra resoluciones del Tribunal Fiscal que causen estado tiene carácter excepcional y que la misma sea ejercida cuando resulta constitucionalmente razonable; (ii) que dicha facultad solo pueda ser ejercida previa autorización del MEF, quien a su vez deba contar con una opinión técnico-jurídica de un ente independiente; y (iii) que esa facultad no se puede ejercer tratándose de temas de mera interpretación de normas, de procedimientos o de pruebas, ni en aquellos casos en que por mandato legal existe opinión vinculante de la Administración Tributaria emitida en respuesta a consultas, ni contra resoluciones del Tribunal Fiscal que constituyen jurisprudencia de observancia obligatoria.

			De otro lado, aunque ello no necesariamente reduciría la judicialización de los reclamos tributarios, es de justicia que para los casos en los que los administrados obtengan una resolución favorable del Tribunal Fiscal que es revocada por mandato judicial, luego de haberse interpuesto por la Administración Tributaria una demanda contencioso tributaria, la norma establezca que no procede la aplicación de intereses, la actualización en función al Índice de Precios al Consumidor de corresponder, ni la aplicación de sanciones, generados a partir de la interposición de la demanda.

			LOURDES CASTILLO CRISÓSTOMO: Durante parte de la década pasada, los conflictos tributarios se resolvían mayoritariamente en sede administrativa porque el marco normativo configuraba al Tribunal Fiscal como una auténtica instancia de cierre. En efecto, el artículo 157 del Código Tributario, tras la reforma introducida por la Ley 28365, publicada el 24 de octubre de 2004, establecía como regla general la falta de legitimidad activa de la Administración Tributaria, permitiendo la demanda contencioso-administrativa solo de manera excepcional, principalmente, cuando se configuraba una de las causales de nulidad previstas en el artículo 104 de la Ley del Procedimiento Administrativo General (en adelante, LPAG) (2026). Además, en el caso de SUNAT, el ejercicio de esta facultad exigía autorización previa del MEF y la emisión de informes legales favorables de la Intendencia Nacional Jurídica de SUNAT, lo que operaba como un filtro efectivo. Este diseño normativo y su aplicación restrictiva otorgaban a las resoluciones del Tribunal Fiscal estabilidad y carácter mayormente definitivo.

			Sin embargo, este escenario ha cambiado en los últimos años. Aunque formalmente la demanda contencioso-administrativa mantiene su carácter excepcional, ya no se exige autorización del MEF ni un sustento reforzado, bastando la mera invocación de una causal de nulidad. SUNAT suele ampararse en los numerales 1 y 2 del artículo 10 de la LPAG –redactados en términos amplios– para sostener que la interpretación del Tribunal Fiscal que revoca o deja sin efecto un reparo no se encuentra conforme a derecho. Así pues, la mayor presentación de demandas contencioso-administrativas por parte de SUNAT en los últimos años ha desdibujado el carácter excepcional de la facultad y ha convertido, en varios casos, la vía administrativa en una etapa no concluyente, desplazando la resolución del conflicto tributario hacia el Poder Judicial y aumentando la carga procesal y la duración de las controversias tributarias. 

			ALEX CÓRDOVA ARCE: Efectivamente, el día de hoy existe una mayor litigiosidad tributaria a nivel judicial. Este fenómeno puede explicarse por una cadena de razones que terminan creando un círculo vicioso:

			a)	SUNAT incrementa la fiscalización, pero se focaliza principalmente en los grandes contribuyentes, en lugar de ampliar la base tributaria. Se genera así un elevado número de acotaciones fiscales muchas veces arbitrarias y desproporcionadas, especialmente en lo que se refiere a discusiones de hechos (deducciones fiscales) por el indebido e irracional estándar probatorio que se exige al contribuyente.

			b)	El Tribunal Fiscal confirma mayoritariamente estas acotaciones, existiendo la percepción de que ello obedece a presiones recaudatorias del MEF y la SUNAT, traducidas en la conformación de salas especializadas en controversias de los principales contribuyentes (anteriormente la asignación de los casos era aleatoria) y, recientemente, por la sectorización de las empresas en salas específicas que resolverán sus impugnaciones.

			c)	De otro lado, existe un gran número de vocales que provienen de las canteras de SUNAT y que, al haber sido formados con una línea de pensamiento inclinado hacia la auditoría, terminan convalidando los desproporcionados estándares probatorios de la Administración. Se deja de lado, muchas veces, el análisis de razonabilidad, el sentido común y el entendimiento del negocio de los contribuyentes, lo que resulta esencial para una correcta calificación tributaria de sus actividades económicas.

			d)	El Tribunal Fiscal también se niega a aplicar los precedentes jurisprudenciales que dicta la Corte Suprema y el Tribunal Constitucional pese a ser reiterativos, lo que obliga innecesariamente a los contribuyentes a agotar instancias judiciales o constitucionales para que se declaren sus derechos.

			e)	Todo ello obliga a que los contribuyentes demanden las decisiones del Tribunal Fiscal ante el Poder Judicial, en busca de una justicia que no solo se apoye en el tecnicismo de las normas tributarias, sino también en criterios jurídicos de carácter más principista, especialmente, de parte de la Corte Suprema. Incluso, hay muchos casos que se decantan en la formulación de demandas de amparo (por afectación directa de derechos constitucionales) o en arbitrajes internaciones conforme a tratados de protección recíproca de inversiones celebrados por el Estado peruano (afectación al trato justo y equitativo, arbitrariedad, discriminación o expropiación, entre otras vulneraciones).

			f)	Finalmente, en aquellos casos en los que el Tribunal Fiscal le da la razón al contribuyente, usualmente los procuradores de SUNAT interponen demandas ante el Poder Judicial (muchas veces sin el aval de la propia institución), como si la Administración fuera una contraparte a la par del administrado, cuando, en realidad, se trata de una acción de carácter excepcional. La situación se agrava si, además, cuando la Corte Suprema revoca las acotaciones formuladas a los contribuyentes, SUNAT interpone demandas de amparo en el fuero constitucional para revisar sentencias finales, reflejando un ánimo de desobediencia y de no querer que los procesos tributarios terminen.

			2.	En el marco de este debate sobre la idoneidad y el desgaste de la vía administrativa, ¿considera que el Tribunal Fiscal representa un fuero verdaderamente imparcial para la revisión de las actuaciones de la Administración Tributaria, teniendo en cuenta que sus principales funcionarios y vocales suelen tener una carrera previa y relevante dentro de la propia institución recaudadora?

			LUIS HERNÁNDEZ BERENGUEL: No siempre la independencia formal de un órgano coincide con la percepción de los administrados de que se está frente a un órgano con independencia material.

			El Tribunal Fiscal tiene independencia formal. Pertenece orgánicamente al MEF y tiene autonomía funcional. Sin embargo, el hecho de que muchos de sus funcionarios y vocales provengan de la Administración Tributaria viene generando en los administrados la sensación de que el Tribunal Fiscal de otras épocas ha sido sustituido por un tribunal con una cultura administrativa que tiende a interpretar los problemas tributarios desde una perspectiva similar a su órgano de procedencia.

			Esta sensación puede verse acrecentada por las exigencias de los sistemas de selección, evaluación y permanencia de los vocales. Por ejemplo, ¿los sistemas de selección privilegian con mayor puntaje a quienes postulan desde la Administración?, ¿se evalúa con mayor puntaje a quienes tienen experiencia redactando resoluciones?, ¿esos mayores puntajes descalifican, desde ya, a los postulantes que no provienen de la Administración Tributaria?

			La experiencia previa en la Administración Tributaria tiene una serie de ventajas, pero existe el riesgo evidente de que, si un número significativo de quienes tienen esa experiencia están resolviendo apelaciones en el Tribunal Fiscal, se genere una apariencia de identificación institucional (algo así como que ya no se percibe la diferencia entre la Administración Tributaria y el Tribunal Fiscal).

			En ese sentido, considero que el Tribunal Fiscal ha perdido la ‘aureola’ de la que venía precedido tiempo atrás, en el sentido de ser un tribunal bastante confiable. Habría que ver si ello también está contribuyendo a un aumento en el número de demandas contencioso-administrativas promovidas por contribuyentes contra resoluciones del Tribunal Fiscal que no les dan la razón.

			En medio de esta judicialización desmedida, proveniente de demandas tanto de los administrados como de la Administración Tributaria, una consecuencia lamentable, pero inevitable, es que el Tribunal Fiscal está perdiendo la eficacia como última instancia administrativa. Otra consecuencia puede ser la pérdida de confianza de los administrados en la vía administrativa.

			LOURDES CASTILLO CRISÓSTOMO: Desde el punto de vista normativo, el Tribunal Fiscal cumple formalmente con los estándares de autonomía previstos en el artículo 1015 del Código Tributario; sin embargo, ello no excluye un análisis crítico desde la percepción que pueden tener los contribuyentes sobre su imparcialidad. Esta puede verse tensionada cuando quienes han desarrollado una carrera extensa e incluso decisoria dentro de SUNAT pasan a integrar o dirigir el órgano encargado de revisar la legalidad de las actuaciones de esa misma entidad. 

			Nadie cuestiona la capacidad técnica ni la probidad personal de los funcionarios, pero es muy relevante que se cuide la apariencia objetiva de imparcialidad que debe caracterizar a toda instancia jurisdiccional. Cuando quien ha tenido un rol en la fiscalización –o incluso en la resolución de controversias tributarias a nivel de la instancia de reclamaciones– pasa a formar parte del órgano revisor de esos mismos criterios, se puede afectar la forma en que los contribuyentes perciben dicha imparcialidad. Esta situación puede tener efectos en los niveles de confianza en el sistema y refuerza la necesidad de revisar los procesos de designación, incorporando criterios orientados a reforzar la percepción de independencia, como períodos de enfriamiento institucional y mecanismos eficaces de prevención de conflictos de interés, a fin de preservar la legitimidad y consideración del Tribunal Fiscal como instancia imparcial de revisión.

			ALEX CÓRDOVA ARCE: Como se adelantó al responder la preguntar anterior, hoy se percibe que el Tribunal Fiscal ha perdido imparcialidad y objetividad al resolver las impugnaciones de los contribuyentes. Se le ve como una instancia más de revisión de la actuación de la SUNAT, pero sin la voluntad de dictar una verdadera justicia administrativa que no deje de lado los derechos de los contribuyentes como ocurría en el pasado. Es fundamental hacer todos los esfuerzos posibles, de fondo y forma, para cambiar esa percepción negativa: todo aquello que sume y no reste, será bienvenido. 

			3.	Abordando el escenario donde la controversia se traslada al Poder Judicial por impulso del propio Estado, ¿es dable que, ante resoluciones del Tribunal Fiscal que favorecen al contribuyente, la SUNAT interponga de manera recurrente demandas contencioso-administrativas? ¿No resulta esta práctica contraria al artículo 1 de la Ley del Proceso Contencioso Administrativo, el cual consagra que la finalidad esencial de esta acción es la efectiva tutela de los derechos o intereses de los administrados?

			LUIS HERNÁNDEZ BERENGUEL: En efecto, como lo hemos señalado en la respuesta a la primera pregunta, el objetivo del proceso contencioso tributario es proteger los derechos de los administrados, de manera que el Poder Judicial controle las actuaciones de la Administración Pública sujetas al derecho administrativo y vele por la efectiva tutela de los derechos e intereses de los administrados. En tal sentido, las entidades públicas facultadas por ley para interponer demandas contencioso-administrativas solo pueden hacerlo de modo excepcional.

			En la realidad, las entidades administradoras de tributos, y en especial la SUNAT, vienen ejerciendo esta facultad excediendo claramente sus alcances y contraviniendo la normatividad vigente. De esta manera, el proceso de agravio o lesividad –que solo debía interponerse si la resolución del Tribunal Fiscal que causa estado perturba gravemente el ordenamiento jurídico– se inicia cada vez que la Administración Tributaria lo considere conveniente, consagrándose un uso desproporcionado de esa facultad.

			De ninguna manera puede aceptarse que se entienda que la finalidad del proceso contencioso-administrativo es simplemente revisar todos casos en que la Administración pierde y que éste se convierte en una segunda oportunidad automática para que la Administración consiga un resultado favorable.

			Una demanda contencioso-administrativa interpuesta por la Administración de manera rutinaria cuando no existe una perturbación grave del ordenamiento jurídico, entra en conflicto con principios tales como la buena fe administrativa, la confianza legítima, la prohibición del abuso del derecho, la seguridad jurídica y la razonabilidad en el ejercicio de las facultades públicas.

			Por otro lado, resulta contradictorio que en un sistema como el peruano que considera al Tribunal Fiscal como un órgano técnico-especializado e independiente, especialmente la SUNAT tienda a no respetar el grueso de sus decisiones.

			Ahora bien, habida cuenta de todo lo que venimos afirmando, resulta indispensable obligar al Tribunal Fiscal a publicar periódicamente los datos principales de las resoluciones que emite: las que confirman parcial o totalmente las resoluciones de la SUNAT y de los otros órganos de la Administración Tributaria, y respecto de cuántas de estas la Administración interpone demanda contencioso-tributaria. A su vez, periódicamente el Poder Judicial debería publicar los datos principales de las resoluciones que constituyan cosa juzgada recaídas en tales demandas. Estas publicaciones deberían mostrar de manera indubitable lo que viene ocurriendo en la realidad.

			LOURDES CASTILLO CRISÓSTOMO: Desde el plano normativo, el ordenamiento tributario peruano es claro en establecer que las resoluciones del Tribunal Fiscal agotan la vía administrativa y que, como regla general, la Administración Tributaria no tiene legitimidad para obrar activamente contra ellas. El artículo 157 del Código Tributario solo habilita a SUNAT a interponer demanda contencioso administrativa de manera excepcional, cuando la resolución incurre en alguna de las causales de nulidad previstas en el artículo 10 de la LPAG. Este diseño legal evidencia que el proceso contencioso administrativo no fue concebido como una tercera instancia ordinaria para la Administración, sino como un mecanismo residual frente a vicios particularmente graves del acto administrativo.

			Desde esa perspectiva, el mayor uso en los últimos años de la demanda contencioso-administrativa por parte de SUNAT contra resoluciones del Tribunal Fiscal favorables al contribuyente tensiona directamente con la finalidad prevista en el artículo 1 de la LPCA, que consagra la efectiva tutela de los derechos e intereses de los administrados. SUNAT solo debe ir en demanda contencioso-administrativa contra una resolución del Tribunal Fiscal cuando demuestre que dicho acto administrativo es nulo de acuerdo a lo previsto en el artículo 10 de la LPAG. En ese sentido, una mayor judicialización del conflicto tributario no solo desnaturaliza el carácter excepcional de la legitimación estatal, sino que compromete la seguridad jurídica y convierte al proceso contencioso-administrativo en una instancia adicional de litigación del propio Estado, perjudicándose al contribuyente. 

			ALEX CÓRDOVA ARCE: Efectivamente, la posibilidad de que SUNAT demande judicialmente las resoluciones del Tribunal Fiscal implica un ‘contrasentido’ dentro de nuestro sistema de justicia tributaria, por lo que debería ser eliminada.

			En derecho comparado, se pueden distinguir dos sistemas de resolución de los conflictos tributarios a nivel administrativo:

			a)	Aquellos en los que la revisión o impugnación en primera o segunda instancia se resuelven al interior de la propia Administración; por lo que, lógicamente, solo el contribuyente es el que demanda las resoluciones que le son contrarias porque en los demás casos la propia entidad le habría dado la razón (este es el caso de Colombia y Chile, por ejemplo).

			b)	Sistemas en los que las impugnaciones de los actos de la Administración son resueltas por tribunales administrativos, pero que gozan de independencia y autonomía. En tales supuestos, en los que la Administración actúa como parte de un proceso trilateral, goza de la facultad de impugnar judicialmente los resultados que le fueran adversos (casos de Argentina y España).

			El Perú es un caso siu generis porque, en la práctica, no está en ninguno de los sistemas descritos. Si bien el Tribunal Fiscal no forma parte de la Administración Tributaria, tampoco es un órgano independiente ni autónomo, al pertenecer al MEF que, evidentemente, persigue el incremento de la recaudación. 

			En ese contexto, no hay fundamento jurídico para que SUNAT tenga legitimidad para obrar activa contra los fallos del Tribunal Fiscal, ya que este último es parte del sistema administrativo de revisión de la legalidad de las acotaciones. Si el Tribunal Fiscal corrige las actuaciones de la SUNAT, no cabe que impugne tales decisiones, menos cuando las discusiones están referidas a cuestiones probatorias. 

			En todo caso, la posibilidad de demandar de SUNAT debería ser excepcional, motivada de manera suficiente por los más altos estamentos de la institución (e.g. autorizadas por el superintendente, como era en el pasado, o por el intendente nacional jurídico) y con asunción de responsabilidad institucional por las costas y costos del proceso en caso de demandas inoficiosas.

			4.	Frente a este innegable traslado de la carga litigiosa al fuero jurisdiccional, ¿evalúa como una medida acertada y verdaderamente efectiva la reciente creación de nuevos juzgados y de una ‘Sala Superior Especializada’ en materia tributaria para reducir los tiempos de tramitación procesal?

			LUIS HERNÁNDEZ BERENGUEL: La creación de nuevos juzgados y de una ‘Sala Superior Especializada’ en materia tributaria solo puede ser entendida como una respuesta del Poder Judicial al aumento de los procesos contencioso tributarios. En consecuencia, una primera conclusión es que tal creación obedecería, desgraciadamente, al aumento de la litigiosidad en materia tributaria.

			Podría considerarse acertada desde la óptica de que ello permitiera reducir el tiempo de solución de las controversias tributarias, lo cual estará por verse.

			En el caso peruano, no se puede afirmar, lamentablemente, que la litigiosidad en materia tributaria que se resuelve en el Poder Judicial, tenga la ventaja de que los magistrados de dicho poder, tanto de primera y segunda instancia como integrantes de las salas de la Corte Suprema, tengan el suficiente conocimiento técnico y especialización que haga deseable que las controversias en materia tributaria sean resueltas en el Poder Judicial. Hoy no se puede ser ‘especialista’ en todas las ramas del Derecho y los magistrados del Poder Judicial han pasado a resolver temas de ramas del Derecho muy variadas. En ese sentido, mayor conocimiento técnico del tema tributario tienen los vocales del Tribunal Fiscal. 

			LOURDES CASTILLO CRISÓSTOMO: Desde una perspectiva institucional, la creación de nuevos juzgados contencioso-administrativos con subespecialidad tributaria y aduanera, así como de una ‘Sala Superior Especializada’, constituye una respuesta necesaria, pero insuficiente, frente al incremento de la litigiosidad tributaria en sede judicial. Mediante la Resolución Administrativa 000032-2025-CE/PJ, publicada en enero de 2025, el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial dispuso la creación de la Octava Sala Contenciosa Administrativa Tributaria y de siete nuevos juzgados especializados en la Corte Superior de Justicia de Lima, con el objetivo de aliviar la sobrecarga procesal y reducir los plazos de tramitación. Esta medida parte de un diagnóstico correcto: el conflicto tributario ya no se agota necesariamente en la vía administrativa, sino que en muchos casos se traslada al fuero judicial.

			Sin embargo, la sola ampliación de la capacidad orgánica del Poder Judicial no asegura una mejora sustancial y sostenida si no viene acompañada de ajustes cualitativos en el funcionamiento del sistema, que incluyan, entre otros aspectos, el fortalecimiento de la capacitación y especialización de sus operadores. Como advierte la OCDE (2024), una de las principales causas de la congestión judicial es la creencia –frecuentemente equivocada– de que el incremento de recursos humanos resulta suficiente para resolver los problemas de eficiencia. En ese contexto, la creación de nuevos órganos jurisdiccionales tiene un impacto limitado si no se revisan las prácticas de litigación y la gestión del proceso. De poco sirve fortalecer el fuero contencioso-administrativo si SUNAT judicializa más resoluciones del Tribunal Fiscal, o si los procesos se dilatan innecesariamente.

			ALEX CÓRDOVA ARCE: En principio, la creación de nuevos juzgados y ‘Salas Superiores Especializadas’ en materia tributaria es positivo para enfrentar el incremento de la carga procesal. 

			Sin embargo, el gran problema radica en que los nuevos despachos no pueden ser considerados como ‘especializados’ por el solo hecho de avocarse a la resolución de demandas de naturaleza fiscal. Para especializarse, se requiere de una capacitación previa de los jueces en derecho tributario o de una trayectoria reconocida en esta materia.

			Si los nuevos magistrados no cuentan con la debida formación tributaria al interior del Poder Judicial, por lo menos, en los primeros años, la calidad resolutiva resulta incierta. Peor aún, muchas de esas plazas son cubiertas por jueces provisionales, lo que les quita la independencia y estabilidad en el cargo que se necesita para resolver controversias tributarias de alta complejidad.

			5.	En paralelo a la vía ordinaria, y considerando los prolongados plazos que caracterizan a estos litigios, ¿el proceso constitucional de amparo sigue siendo, hoy en día, una vía idónea y eficaz para canalizar controversias vinculadas a la materia tributaria?

			LUIS HERNÁNDEZ BERENGUEL: El proceso constitucional de amparo sigue siendo hoy en día una vía posible en materia tributaria, pero su carácter de vía idónea y eficaz es ciertamente mucho más restringido que en décadas anteriores. Su utilización depende de que la controversia tenga una verdadera dimensión constitucional y no sea simplemente una discusión sobre la correcta aplicación de una norma tributaria.

			En el sistema peruano, el proceso constitucional de amparo no está diseñado para sustituir al proceso contencioso-administrativo y la regla general es que las controversias tributarias deben canalizarse por la vía ordinaria. El numeral 2 del artículo 7 del Nuevo Código Procesal Constitucional (2022) señala que no proceden los procesos constitucionales cuando existan vías procedimentales específicas, igualmente satisfactorias, para la protección del derecho constitucional amenazado o vulnerado, salvo cuando se trate del proceso de habeas corpus.

			Sin embargo, el amparo podrá ser utilizado cuando existe una afectación directa y manifiesta de derechos constitucionales. Por ejemplo, si (i) hay una vulneración del debido procedimiento administrativo; (ii) existe una afectación evidente del principio de legalidad tributaria; (iii) vulneración del derecho de propiedad por medidas tributarias desproporcionadas que resultan confiscatorias; (iv) casos de demora judicial que tornen irreparable el daño.

			El amparo no puede ser utilizado para convertir al juez constitucional en una instancia adicional de revisión tributaria.

			Ahora bien, contrariamente a lo resuelto por el Tribunal Constitucional en su sentencia del Pleno 10/2023, recaída en el Expediente 03525-2021-AA/TC de 22 de noviembre de 2022 (regla procesal contenida en el fundamento jurídico 69), la Segunda Sala del Tribunal Constitucional consideró en la Sentencia 99/2026, recaída en el Expediente 04068-2023-PA/TC de 20 de enero de 2026, que la vía del amparo resultaba idónea porque se requiere tutela de urgencia, ya que Kallpa venía cuestionando la actuación de la Administración Tributaria desde hacía más de 10 años. Añade la Segunda Sala que: “En consecuencia, un proceso contencioso administrativo no puede considerarse una alternativa al amparo de autos, ni menos una vía igualmente satisfactoria frente al mismo”.

			LOURDES CASTILLO CRISÓSTOMO: Al respecto, el Tribunal Constitucional ha señalado que, en materia tributaria, existen vías ordinarias específicas e igualmente satisfactorias –como el procedimiento impugnatorio regulado en el Código Tributario y el proceso contencioso administrativo– destinadas a cuestionar la legalidad de los actos de la Administración Tributaria. Así, en la sentencia recaída en el Expediente 00328-2016-PA/TC, el Tribunal establece que el amparo es improcedente cuando se pretende discutir la determinación de la deuda, la interpretación de la norma tributaria o el criterio del Tribunal Fiscal (2021, fundamentos jurídicos 17-19), pues ello supondría utilizar el proceso constitucional como una vía paralela y convertir al juez constitucional en una instancia revisora del fondo del conflicto tributario, rol que no le corresponde. 

			Sin embargo, ello no significa que el amparo haya perdido toda relevancia en el ámbito tributario. Por el contrario, el propio Tribunal Constitucional ha reconocido que sí resulta procedente cuando la controversia trasciende lo estrictamente tributario y se acredita una afectación directa, manifiesta y actual de derechos fundamentales que no puede ser corregida oportunamente por la vía ordinaria. Así, un ejemplo claro de procedencia del amparo en materia tributaria se encuentra en la sentencia recaída en el Expediente 04082-2012-PA/TC (Medina de Baca), en la que el Tribunal Constitucional declaró fundada la demanda de amparo al verificar que la capitalización de intereses moratorios y su cómputo durante la demora excesiva del procedimiento administrativo vulneraron los principios de razonabilidad y no confiscatoriedad, así como el derecho a recurrir en sede administrativa, precisando que su intervención no tenía por objeto revisar la determinación de la deuda tributaria, sino reestablecer derechos fundamentales afectados (2016, fundamentos jurídicos 37-41). Otro ejemplo muy reciente es la sentencia recaída en el Expediente 04068-2023-PA/TC (Sentencia Kallpa), en la que el Tribunal Constitucional, invocando los principios de justicia tributaria, seguridad jurídica y razonabilidad ha señalado de manera expresa que los actos administrativos emitidos con vicios de nulidad carecen de eficacia jurídica y, por tanto, no pueden ser considerados como actos válidos para producir efectos en materia tributaria ni para alterar el cómputo de los plazos de prescripción (2026, fundamento jurídico 34). Del mismo modo, el amparo también constituye una vía idónea cuando el cuestionamiento, aun vinculado a materia tributaria, se dirige contra una norma autoaplicativa.

			ALEX CÓRDOVA ARCE: La vía del amparo, pese a ser residual, sigue siendo una vía idónea cuando se discuten afectaciones directas de derechos constitucionales. 

			Así, cabe recurrir directamente al amparo sin tener que pasar por la vía contencioso-administrativa, si el cobro de un tributo conlleva una afectación constitucional o puede generar un perjuicio irreparable al derecho de propiedad del contribuyente, lo que sucede, por ejemplo, cuando se pretende cobrar impuesto a la renta por una expropiación que ya implica una vulneración a la propiedad o cuando el cobro de un impuesto es confiscatorio cuantitativa o cualitativamente. 

			Lamentablemente, la resolución de los procesos de amparo normalmente se prolonga en el tiempo, porque es recién a nivel del Tribunal Constitucional donde se resuelven las controversias de fondo con motivo de la interposición del recurso de agravio constitucional.

			6.	Respecto a los esfuerzos normativos del Ejecutivo para descongestionar el sistema, recientemente se aprobó el Decreto Legislativo 1634, el cual otorga un fraccionamiento especial condicionado al desistimiento de litigios a cambio de importantes rebajas en las deudas. A la luz de la práctica profesional, ¿este esquema ha resultado verdaderamente efectivo para reducir la conflictividad y persuadir a los litigantes?

			LUIS HERNÁNDEZ BERENGUEL: Aunque el objetivo del Decreto Legislativo 1634 ha sido reducir de manera significativa y sostenible los conflictos tributarios en trámite, no conocemos que ello se haya cumplido en la realidad. Más aún, desde el plano profesional no conocemos de casos significativos que se hayan acogido al fraccionamiento del Decreto Legislativo 1634.

			El Decreto Legislativo 1634 creó el denominado Fraccionamiento Especial de deudas tributarias administradas por la SUNAT, permitiendo acoger deudas exigibles hasta el 31 de diciembre de 2023, incluso aquellas que se encontraban impugnadas en reclamación, apelación, procesos contencioso-administrativos o acciones de amparo. La norma estableció que la solicitud de acogimiento implicaba el desistimiento de la pretensión respecto de la deuda impugnada, produciéndose la conclusión del procedimiento o proceso correspondiente una vez aprobado el acogimiento.

			Desde la perspectiva de política tributaria, el mecanismo tiene una lógica clara: (i) reducir la cantidad de procedimientos o procesos en trámite; e (ii) incentivar el pago reducido por los contribuyentes, desincentivando la continuación de procedimientos administrativos (en el caso de procesos judiciales promovidos por los contribuyentes, la interposición de la demanda por estos no impidió el cobro de la deuda ya establecida).

			En nuestra opinión, el Decreto legislativo 1634 no constituye una norma capaz de reducir la conflictividad tributaria de manera permanente.

			LOURDES CASTILLO CRISÓSTOMO: Respecto a los esfuerzos normativos del Ejecutivo para descongestionar el sistema, el Decreto Legislativo 1634 dispuso un régimen excepcional de fraccionamiento condicionado al desistimiento de litigios, a cambio de reducciones relevantes en la deuda tributaria. En la práctica, este tipo de mecanismos ha funcionado principalmente como un instrumento de recaudación inmediata y de cierre anticipado de controversias, permitiendo reducir el volumen de expedientes en trámite. No obstante, su eficacia para disminuir la litigiosidad estructural es limitada, pues no incide en las causas que originan los conflictos ni en los criterios bajo los cuales la Administración decide sostenerlos hasta instancias finales.

			El esquema bajo comentario puede resultar funcional para contribuyentes con posiciones que pueden ser debatibles, quienes encuentran en el beneficio económico una alternativa eficiente; así como para aquellos que, tras un análisis costo-beneficio de la continuación del litigio, optan por acogerse a este tipo de fraccionamientos. En cambio, los contribuyentes que cuentan con controversias sólidas o con precedentes favorables carecen de incentivos reales para desistirse, dado el costo que implica renunciar a una expectativa razonable de éxito. En consecuencia, este tipo de fraccionamientos especiales no constituye una solución estructural a la conflictividad tributaria.

			ALEX CÓRDOVA ARCE: Los fraccionamientos tributarios con reducción de intereses y sanciones son medidas que buscan obtener recaudación inmediata y reducir la litigiosidad fiscal. 

			Sin bien implican un reconocimiento a la formulación de acotaciones indebidas, no es la vía idónea para enfrentar el problema, no solo porque no ataca sus raíces (descritas previamente), sino también por resultar injustas frente al contribuyente que cumple oportunamente con sus obligaciones tributarias y porque podría alentar la reclamación inoficiosa en búsqueda de una posterior amnistía.

			Lo que se necesita es introducir un cambio de cultura en la SUNAT, modificar el enfoque forense de las auditorías tributarias por uno que se base en la estricta aplicación de la ley tributaria y que se formulen acotaciones de calidad que lleven al contribuyente a aceptarlas de manera voluntaria o, por lo menos, pensarlo dos veces antes de reclamar.

			7.	Finalmente, como una mirada hacia la optimización del sistema, ¿qué medidas, reformas o mecanismos preventivos deberían impulsarse con urgencia en nuestro ordenamiento jurídico para evitar que la conflictividad tributaria siga incrementándose desde su etapa inicial?

			LUIS HERNÁNDEZ BERENGUEL: En la respuesta a la primera pregunta adelantamos las medidas que, a nuestro juicio, permitirían reducir la judicialización de la conflictividad tributaria.

			En primer lugar, que se acepte que la facultad de las entidades públicas de interponer demandas contencioso-administrativas contra resoluciones del Tribunal Fiscal que causen estado, tiene carácter excepcional y sea ejercida por ellas cuando resulta constitucionalmente razonable. La legislación debería ser más contundente y precisa al respecto.

			En segundo lugar, que dicha facultad solo pueda ser ejercida previa autorización del MEF, quien a su vez deba contar con una opinión técnico-jurídica de un ente independiente. Esto tendría que ser plasmado mediante una ley.

			En tercer lugar, no debe quedar duda alguna, desde el punto de vista legal, en cuanto a que esa facultad no se puede ejercer tratándose de temas de mera interpretación de normas, de procedimientos o de pruebas, ni en aquellos casos en que por mandato legal existe opinión vinculante de la Administración Tributaria emitida en respuesta a consultas, ni contra resoluciones del Tribunal Fiscal que constituyen jurisprudencia de observancia obligatoria, sin que pretenda que esta enumeración sea taxativa.

			El objetivo de reducir la judicialización de la conflictividad tributaria no se va a lograr acelerando los procesos judiciales o creando más órganos jurisdiccionales. Puede ayudar a lograr este objetivo, entre otros: (i) el fortalecimiento de mecanismos preventivos como consultas tributarias vinculantes o con efectos jurídicos claros, acuerdos previos con la Administración sobre asuntos complejos (reorganizaciones empresariales, precios de transferencia, operaciones de planificación fiscal), mayor difusión de criterios institucionales antes de iniciar campañas masivas de fiscalización; (ii) la consolidación de precedentes administrativos; y (iii) establecer por ley la posibilidad de acuerdos entre la Administración y el deudor en la etapa de fiscalización.

			LOURDES CASTILLO CRISÓSTOMO: Una primera medida que debería impulsarse con carácter prioritario es la mayor emisión de precedentes de observancia obligatoria por parte del Tribunal Fiscal y de la Corte Suprema en materia tributaria. Ello permitiría uniformizar la interpretación de las normas, otorgar mayor predictibilidad a las actuaciones de la Administración Tributaria y reducir significativamente la litigiosidad. Esta medida resulta especialmente necesaria en aquellos temas que generan controversias recurrentes entre la Administración y los contribuyentes, tanto respecto de los tributos administrados por SUNAT como de otros tributos cuya aplicación continúa siendo objeto de interpretaciones divergentes.

			Asimismo, resulta recomendable identificar cuáles son las disposiciones de los principales tributos, especialmente del impuesto a la renta y del impuesto general a las ventas, que generan el mayor número de controversias. Este diagnóstico permitiría determinar si el origen del conflicto radica en vacíos normativos, deficiencias técnicas o ambigüedades en la regulación vigente y, a partir de ello, promover las modificaciones legislativas necesarias para dotar de mayor certidumbre al sistema tributario; o, en todo caso, promover la emisión de precedentes de observancia obligatoria que brinden claridad y seguridad jurídica a los contribuyentes. 

			Asimismo, resulta indispensable reordenar la política litigiosa de la Administración Tributaria para evitar que el conflicto se consolide innecesariamente. Ello implica, por ejemplo, dotar de previsibilidad a su actuación, evitando cambios de criterio injustificados; y, cuando excepcionalmente estos se produzcan, exigir que estén debidamente motivados. Asimismo, debe restringirse efectivamente la interposición de demandas contencioso-administrativas contra resoluciones del Tribunal Fiscal favorables a los contribuyentes.

			Otras medidas que también podrían impulsarse son consolidar y reforzar las acciones que SUNAT viene desarrollando en el marco del programa de Cumplimiento Colaborativo, incorporar en el Código Tributario mecanismos previos de solución de controversias –como los acuerdos conclusivos o la mediación entre la Administración y los contribuyentes–, entre otras iniciativas orientadas a prevenir la conflictividad desde etapas tempranas.

			ALEX CÓRDOVA ARCE: Urge introducir mecanismos de solución previa de las controversias tributarias tales como los acuerdos preclusivos luego de culminada la fiscalización, la introducción de los rulings en el Perú y la implementación efectiva del procedimiento de acuerdo mutuo en el marco de los Convenios para evitar la Doble Imposición y acuerdos anticipados de precios de transferencia.

			También es fundamental que se fortalezca institucionalmente a la SUNAT para que pueda llevar a cabo una transformación profunda de su cultura, misión y visión, y que se dote de independencia y autonomía al Tribunal Fiscal, promoviendo la incorporación de vocales con trayectoria tanto en el sector público como en el privado.

			En síntesis, se requiere de una profunda reforma del sistema de justicia tributaria en nuestro país, con el objeto de reducir la elevada litigiosidad tributaria, generar confianza y predictibilidad en el contribuyente (indispensables para fomentar las inversiones) y eliminar los costos que representan para el Estado y las empresas solventar interminables litigios fiscales. [image: ]
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					1	El proceso contencioso-administrativo es conocido, en este caso, como proceso de agravio o de lesividad. 

				

				
					2	La SUNAT y las demás entidades públicas que administran tributos son las facultadas por ley para interponer de manera excepcional demandas contencioso-administrativas contra resoluciones del Tribunal Fiscal que causen estado.

				

				
					3	La norma no permitía que se interpusiera demanda contencioso administrativa por la SUNAT, tratándose de temas de mera interpretación de normas, de procedimientos o de pruebas.

				

				
					4	Artículo 10.- Son vicios del acto administrativo, que causan su nulidad de pleno derecho, los siguientes:

					1.	La contravención a la Constitución, a las leyes o a las normas reglamentarias.

					2.	El defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez, salvo que se presente alguno de los supuestos de conservación del acto a que se refiere el Artículo 14.

					3.	Los actos expresos o los que resulten como consecuencia de la aprobación automática o por silencio administrativo positivo, por los que se adquiere facultades, o derechos, cuando son contrarios al ordenamiento jurídico, o cuando no se cumplen con los requisitos, documentación o tramites esenciales para su adquisición.

					4.	Los actos administrativos que sean constitutivos de infracción penal, o que se dicten en consecuencia de la misma.

				

				
					5	Artículo 101.- Las Salas del Tribunal Fiscal se reunirán con la periodicidad que se establezca por Acuerdo de Sala Plena. Para su funcionamiento se requiere la concurrencia de los tres (3) vocales y para adoptar resoluciones, dos (2) votos conformes, salvo en las materias de menor complejidad que serán resueltas por los vocales del Tribunal Fiscal como órganos unipersonales. Para estos efectos, mediante Acuerdo de Sala Plena se aprobarán las materias consideradas de menor complejidad.

					Son atribuciones del Tribunal Fiscal:

					1.	Conocer y resolver en última instancia administrativa las apelaciones contra las Resoluciones de la Administración Tributaria que resuelven reclamaciones interpuestas contra Órdenes de Pago, Resoluciones de Determinación, Resoluciones de Multa, otros actos administrativos que tengan relación directa con la determinación de la obligación tributaria; así como contra las Resoluciones que resuelven solicitudes no contenciosas vinculadas a la determinación de la obligación tributaria, y las correspondientes a las aportaciones a ESSALUD y a la ONP.

					También podrá conocer y resolver en última instancia administrativa las apelaciones contra las Resoluciones de Multa que se apliquen por el incumplimiento de las obligaciones relacionadas con la asistencia administrativa mutua en materia tributaria.

					2.	Conocer y resolver en última instancia administrativa las apelaciones contra las Resoluciones que expida la SUNAT, sobre los derechos aduaneros, clasificaciones arancelarias y sanciones previstas en la Ley General de Aduanas, su reglamento y normas conexas y los pertinentes al Código Tributario.

					3.	Conocer y resolver en última instancia administrativa, las apelaciones respecto de la sanción de comiso de bienes, internamiento temporal de vehículos y cierre temporal de establecimiento u oficina de profesionales independientes, así como las sanciones que sustituyan a ésta última de acuerdo a lo establecido en el Artículo 183, según lo dispuesto en las normas sobre la materia

					4.	Resolver las cuestiones de competencia que se susciten en materia tributaria.

					5.	Atender las quejas que presenten los administrados contra la Administración Tributaria, cuando existan actuaciones o procedimientos que los afecten directamente o infrinjan lo establecido en este Código; las que se interpongan de acuerdo con la Ley General de Aduanas, su reglamento y disposiciones administrativas en materia aduanera; así como las demás que sean de competencia del Tribunal Fiscal conforme al marco normativo aplicable.

					La atención de las referidas quejas será efectuada por la Oficina de Atención de Quejas del Tribunal Fiscal.

					6.	Uniformar la jurisprudencia en las materias de su competencia.

					7.	Proponer al Ministro de Economía y Finanzas las normas que juzgue necesarias para suplir las deficiencias en la legislación tributaria y aduanera.

					8.	Resolver en vía de apelación las tercerías que se interpongan con motivo del Procedimiento de Cobranza Coactiva.

					9.	Celebrar convenios con otras entidades del Sector Público, a fin de realizar la notificación de sus resoluciones, así como otros que permitan el mejor desarrollo de los procedimientos tributarios.
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Cuadro 3:

Escenarios de divergencia entre el Tribunal Fiscal, el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional

élﬂm Tribunal Fiscal Poder Judicial Tribunal Constitucional
EExpropiacion esté gravada con el impuesto a la renta?
s " Expediente 00319-2013-PA/TC
Resolucién 11339-3-2015 C““'i’;:;gfgzzs?ﬁm"“a {caso Sociedad Agricola
v ima San Agustin S.A.)
Posicién

El justiprecio pagado por la expropia-
cién de un bien se encuentra gravada
con el impuesto a la renta.

El justiprecio pagado por la expropia-
cién de un bien se encuentra gravada
con el impuesto a la renta.

El justiprecio pagado por la expro-
piacién de un bien no se encuen-
tra gravada con el impuesto a la
renta

Suspensién de la prescripcién de la obligacién tributaria

ROO 00549-Q-2024

Precedente Judicial
11947-2022-Lima

Expediente 2051-2016-AA/TC
(caso Paramonga)

Si en un procedimiento de impug-
nacién se declara la nulidad de los
valores o del procedimiento con el
que se emitieron, la suspensién del
cémputo del plazo de prescripcion
solo operard durante los plazos le-
gales aplicables para resolver dichos
recursos.

La regla del Decreto Legislativo 1311
(la suspensién opera solo dentro
de los plazos legales para resolver)
se aplica a todas las reclamaciones
interpuestas a partir de su vigencia
(31.12.2016). No condiciona esta
aplicacién a que se haya declarado
Ia nulidad de los valores o del proce-
dimiento de fiscalizacién.

Inaplica la suspensién indefinida
de la prescripcién por considerarla
una mora administrativa inconsti-
tucional, ordenando que todo ex-
ceso del plazo legal para resolver
compute a favor del contribuy:
te, sin importar la fecha de inicio
del reclamo ni condicionarlo es-
trictamente a una nulidad.

Inicio del cémputo del plazo prescriptorio de la accién para cobrar deudas tributarias aduaneras antes de la modificacién

del Decreto Legislativo 1433

Uniforme jurisprudencia
del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial
7275-2021-Lima

Expediente 04068-2023-PA/TC
(caso Kallpa S.A)

El plazo prescriptorio de la facultad
dela Administracién para determinar
la obligacién tributaria (aduanera) y
aplicar sanciones, asi como para exi-
gir el pago de estas se iniciaba de for-
ma simulténea o en conjunto.

La facultad de la Administracién para
determinar la obligacién tributaria
(aduanera) y aplicar sanciones, asi
como para exigir el pago de estas,
no acontece de forma simulténea,
sino en dos momentos diferentes e
identificables; por lo que el inicio del
cémputo del plazo prescriptorio de
ambas facultades se realiza de for-
ma secuencial, inclusive antes de la
modificacién realizada por el Decreto
Legislativo 1433.

El Tribunal Constitucional aclara
que la configuracién primigenia
del articulo 155 de la Ley General
de Aduanas establecia un esque-
ma de cémputo simulténeo (o
conjunto). Sin embargo, tras la
modificacién mediante el Decre-
to Legislativo 1433, se pasé a ré-
gimen de cémputo secuencial o
diferenciado.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 6

Tributos donde hay retencién en la fuente cuando el hecho imponible ocurra:
@ En Perti, en o a partir de: En otros Estados, en o a partir de:

Perd-Brasil Pendiente de determinar en funcién a la ratificacion del MLI por Brasil.
Perd-Canada 01/01/2026 01/01/2026

Peri-Chile 01/01/2026 01/01/2026
Peri-Corea 01/01/2026 01/01/2026
Peri-México 01/01/2026 01/01/2026
Perd-Portugal 01/01/2026 01/01/2026

Fuente: Elaboracién propia
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Grifico 9: Esquema ‘mixto’ en el régimen infraccional aduanero

-
Hechos y circunstancias (articulo 194 LGA)

Al aplicar las sanciones se debe tener en cuentalos hechos y
las circunstancias que se hubiesen presentado respecto a la
comision dela infraccién y la reincidencia, de tal manera que
Ia sanci6n a imponerse sea proporcional a la gravedad de la
infraccion cometida. El Reglamento establece los lineamien-
tos generales para la aplicacidn de lo dispuesto en el pérrafo

precedente.

Determinacién de Determinacién de Lineamientos (articulo 248 RLGA)
la infraccién — lamulta { J

) La gravedad del dafio o perjuicio econmico causado.
\ J [\ ) < | b tascircunstancias de la comisién de la infraccién.
Y Y ©) La existencia 0 no de intencionalidad en la conducta del

infractor.
d) La subsanacién voluntaria de Ia conducta infractora.
&) Reincidencia dentro del plazo establecido.

) La categoria del operador de comercio exterior infractor.
£) La condicion de operador econémico autorizado del

infractor.
h) Elimpacto de la comi

aduanero.
i) Laimposibilidad de graduar la sancién.

Los lineamientos son aplicados de manera conjunta o alterna-
tiva, de acuerdo con lo establecido por la autoridad aduanera
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Figura 3: Representacion grafica del Informe 168-2005-SUNAT/2B0000

Declaratoria
- de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante ‘testamento extrajudicial
Lo sucesién in- - Cada uno de los herederos adquiere (a
divisa _adquiere prorrata) en la fecha de la declaratoria de
en la fecha del herederos o la inscripcién del testamento.
fallecimiento del - El Decreto Supremo 086-2004-EF no otorga
causante. efecto especial a la adjudicacién judicial 0
- Informe  168- extrajudicial de los bienes a los herederos,
2005-SUNAT/ por lo que se mantiene la fecha de adqui-
2B0000. sicién a la declaratoria de herederos o la

inscripcién del testamento.
- Informe 168-2005-SUNAT/2B0000.

Fuente: Elaboracién propia.
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Cuadro 4

col ¢Es CDI cubierto para Peri? if'eﬂ::::::ogm RElulhd:; :.:Ir:n r;;diﬁﬂdg

Peri-Brasil si si si
Peri-Canada si si si
Perd-Chile si si si
Peri-Corea si si si
Perd-Japon®s No No No
Peri-México si si si
Peru-Portugal si si si
Pert-Reino Unido® No No No
Peri-Suiza si No No

Fuente: Elaboracion propia
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Derecho
aduanero

Despacho aduanero
(canal comunicante)
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arancelaria

Destinacién Técnica
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Levante
aduanero

Tributacion
aduanera

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 7

Tributos donde no hay retencién en la fuente para los impuestos aplicables por periodos que

i En Pert, en o a partir de: En otros Estados, en o a partir de:
Perd-Brasil Pendiente de determinar en funcion a la ratificacion del MLI por Brasil.
Peri-Canadi 01/01/2027 01/04/2026
Peri-Chile 01/01/2027 01/01/2027
Peri-Corea 01/01/2027 01/04/2026
Peri-México 01/01/2027 01/01/2027
Perd-Portugal 01/01/2027 01/04/2026

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 1: Normas relevantes del sector telecomunicaciones vigentes al 1 de enero de 2026

TUO de la ley de Telecomunicaciones (Decreto Supremo 013-93-TCC)

Articulo 60.- La utilizacion del espectro radioeléctrico dard lugar al pago de un canon que deberan satisfacer los titulares de
estaciones radioeléctricas, emisoras y de las meramente receptoras que precisen de reserva radioeléctrica. El reglamento
respectivo seffalard los montos y formas de pago a propuesta del Ministerio de Transportes, Comunicaciones Vivienda y
Construccién, los que serén aprobados mediante Decreto Supremo.

Articulo 101.- Los ingresos recaudados por concepto de derechos, tasas, canon y multas, luego de la aplicacién a los fines
especificos que se considera en esta Ley, serén destinados exclusivamente al desarrollo de las telecomunicaciones, al control
y monitoreo del espectro radioeléctrico y a sufragar las obligaciones contraidas con los organismos internacionales de tele-
comunicaciones.

TUO del Reglamento de la Ley de Telecomunicaciones (Decreto Supremo 020-2007-MTC)

Articulo 137.- Causales de resolucién del contrato
El contrato de concesién se resuelve por:
[

6. Incumplimiento del pago del canon por dos (2) afios calendario consecutivos, salvo que cuente con fraccionamiento vigen-
te 0 se haya dejado en suspenso la exigibilidad de las obligaciones econdmicas conforme a lo establecido en la Ley General
del Sistema Concursal.

Articulo 231.- Canon anual
El canon anual que deben abonar los titulares de concesiones o autorizaciones por concepto del uso del espectro radioeléc-
trico, se calcula aplicando los porcentajes que se fijan a continuacién sobre la UIT, vigente al primero de enero del afio en que
corresponde efectuar el pago

[

a) Sistema de transmisién analdgico.

Por cada estacién terrestre o satelital que utilice sistemas multicanales por frecuencia de transmisién y por capacidad insta-
lada del sistema:
Hasta 12 canales
]

a) Servicio telefénico mévil, servicio de comunicaciones personales y teleservicio mévil de canales mltiples de seleccién
automética (troncalizado).

Se aplica la siguiente férmula:

C=CAB x NF x CA x CPB x CPZ x FS x PO — CEI

Donde:

C: es el canon anual por el uso del espectro radioeléctrico

CAB: es el coeficiente de ancho de banda

NF: es el nimero de bandas, sub-bandas y canales de frecuencias asignados conforme a las canalizaciones respectivas, para
la prestacién del servicio en una zona determinada

CA: es el coeficiente de 4rea

CPB: es el coeficiente de ponderacién por bandas de frecuencias

CPZ: es el coeficiente de ponderacién por zona

FS: es el coeficiente de participacién por servicio

PO: es el presupuesto objetivo

CEI: es el coeficiente de expansion de infraestructura y/o mejora tecnoldgica de la infraestructura

Los factores y conceptos de la férmula general para la determinacién del Canon se detallan y actualizan conforme el Anexo I
del presente Decreto Supremo |.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 2:

Escenarios de divergencia entre el Tribunal

Organo Tribunal Fiscal Poder Judicial o Tribunal Constitucional
Intereses moratorios capitalizados
ROO 21480-9-2011 Precedente Judicial 6619-2021-Lima
La base de célculo de los intereses moratorios previstos por | No corresponde la capitalizacion de intereses, por-
el articulo 33t del Cédigo Tributario correspondiente a las | que implica un incremento excesivo de la deuda
Posicion | deudas generadas antes de la entrada en vigencia del De- | tributaria y transgrede los principios de no confisca-

creto Legislativo 969, entre el 25 de diciembre de 2006 y
el 15 de marzo de 2007, esta constituida por el monto del
tributo impago que incluye la capitalizacion de intereses
efectuada al 31 de diciembre de 2005.

toriedad y razonabilidad.

Intereses moratorios aplicables a

pagos a cuenta

ROO 05359-3-2017

Precedente Judicial 4392-2013-Lima®

Corresponde la aplicacién de intereses moratorios y sancio-
nes por los pagos a cuenta del impuesto a la renta, en caso
de que con posterioridad al vencimiento o determinacién
de la obligacién principal se hubiera modificado la base de
célculo del pago a cuenta o el coeficiente aplicable o el siste-
ma utilizado para su determinacion por efecto de la presen-
tacién de una declaracién jurada rectificatoria o e la deter-
minacién efectuada sobre base cierta por la Administracién.

No procede aplicar intereses moratorios a los pagos
a cuenta que fueron realizados oportunamente, aun
cuando el monto pagado resulte menor luego de
efectuar una declaracién jurada rectificatoria que
modifique el coeficiente aplicable para su célculo

Adi

ién de medios probatorios extemporaneos

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 00546-2022-Lima

No corresponde evaluar medios probatorios presentados
extempordneos que no se encuentren dentro de los su-
puestos de excepcién establecidos en los articulos 141° y
148* del Cédigo Tributario.

En cualquier estado del procedimiento adminis-
trativo, corresponde a la autoridad administrativa
incorporar de oficio las pruebas que consideren
necesarias para el esclarecimiento de los hechos y
alcanzar la verdad material, aun cuando estas sean
extemporaneas.

Retroactividad benig

na

ROO 08829-9-2024

Precedente Judicial 11947-2022-Lima

No procede aplicar retroactivamente la modificacin intro-
ducida al numeral 1 del articulo 178 del Codigo Tributario
por el Decreto Legislativo 1311 a infracciones cometidas
antes de su entrada en vigencia (se privilegia la fecha de
infraccién, no de notificacién de la resolucién ministerial)

Envirtud del principio de aplicacién inmediata de la
norma, corresponde la aplicacién del Decreto Legis-
lativo 1311 respecto de aquellos casos en los que la
resolucién ministerial no se ha notificado con ante-
rioridad a la vigencia de la citada norma (toda vez
que no se encontraria en trémite ni ejecucion).

Certificados de re:

jencia para gozar de beneficios de convenios para evitar la doble imposicién

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 08380-2021-Lima
y Casaciones 17959-2021-Lima, 22414-2021-Lima
y32926-2025-Lima

Se exige la tramitacién del certificado de residencia del no
domiciliado aa fecha en que se efectde la retencién del im-
puesto, caso contrario, no resultan aplicables los beneficios
delos convenios.

Los beneficios de los convenios no estén condicio-
nados a poseer el certificado de residencia al mo-
mento exacto de la retencién, debido a que dicho
requisito formal no esta contemplado en los propios
convenios.

Naturaleza de los derechos antidumping

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 00079-2023-Lima

De acuerdo con el articulo 46° del Decreto Supremo 006-
2003-PCM, los derechos antidumping son multas, por lo
que no resultan deducibles para efectos del impuesto a la
rente, ni pueden formar parte del costo.

La naturaleza juridica de los derechos antidumping,
expuesta en el texto original del articulo 46 del De-
creto Supremo 006-2003-PCM, no constituye multa,
porlo que dichos derechos si resultan ser deducibles
para el impuesto a la renta.

Suspensién del plazo de prescripcién en fiscalizacién sobre precios de transferencia

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 17824-2023-Lima

Para las fiscalizaciones relacionadas a normas de precios de
transferencia, no es de aplicacién el plazo de fiscalizacién
y. por ende, tampoco resultan de aplicacién los supuestos
de suspensién del plazo de fiscalizacién, por ende, tampoco
podré configurarse la causal de suspensién del cémputo del
plazo de prescripcién prevista en el inciso f) del numeral 1
del articulo 467 del Cédigo Tributario.

En Ia fiscalizacin parcial y/o definitiva en que se
aplican las normas de precios de transferencia, re-
sulta aplicable la suspensién del plazo de fiscaliza-
cién regulada por el numeral 6 del articulo 62-A° del
Cédigo Tributario, respetando el plazo razonable.

Resoluciones del Poder Judicial no vinculan al

Tribunal Fiscal y a la SUNAT

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 16618-2023-Lima

I Tribunal Fiscal sefiala que las casaciones y precedentes
emitidos por el Poder Judicial solo son vinculantes para los
6rganos jurisdiccionales conforme con lo dispuesto en la
Ley Orgénica del Poder Judicial, el Cédigo Procesal Civily la
Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo.

Las sentencias casatorias crean un precedente legal
que establece un esténdar que deben aplicar otros
érganos jurisdiccionales, asf como los tribunales ad-
ministrativos y la Administracién Pablica, dados sus
alcances en materia contencioso-administrativa.

Resoluciones del Poder Judicial que son de obligatorio cumpl

limiento para el Tribunal Fiscal y la SUNAT

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 26385-2023-Lima

I Tribunal Fiscal seftala que las casaciones y precedentes
emitidos por el Poder Judicial solo son vinculantes para los
6rganos jurisdiccionales conforme con lo dispuesto en la
Ley Orgénica del Poder Judicial, el Cédigo Procesal Civily la
Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo.

La aplicacién de los precedentes judiciales garantiza
los principios de igualdad y predictibilidad mediante
una interpretacién juridica uniforme para casos ans-
logos. Asimismo, por la solidez y autoridad de la Sala
Suprema del Poder Judicial, estos criterios vinculan-
tes son de obligatorio acatamiento para la adminis-
tracién publica y los tribunales admi

Cémputo de plazo prescriptorio en devolucién de pagos indebidos o en exceso

Posicién

ROO 06832-2-2004

Casaciones 27657-2019-Piura®

El cémputo del plazo prescriptorio para solicitar la devolucién
por los créditos por pagos en exceso o indebidos se generan
en el momento en que se efectifan, esto es, en el momento
en que el contribuyente, por error, paga una suma no adeuda-
da por concepto de un tributo respecto del cual se encuentra
gravado, pero en ninglin caso, desde que el propio contribu-
yente o la Administracién determinan correctamente la obli-
gacién tributaria, pues dicha determinacién puede efectuarse
con posterioridad, criterio que se sustenta en lo dispuesto por
el numeral 5 del articulo 44 del Cédigo Tributario.

El cémputo del plazo prescriptorio para solicitar la
devolucién de los créditos por pagos en exceso o
indebidos se generan en el momento en que devie-
nen en indebidos.

io de cémputo de plazo de prescripcién para exigir el pago de la deuda

Posicién

ROO 09789-4-2017

Expediente 00004-2019-PI/TCH

Para las obligaciones nacidas antes de la vigencia del Decre-
to Legislativo 1113 (es decir, antes del 28 de septiembre de
2012), los plazos de prescripcién para determinar la deuda
y para exigir el pago se iniciaban conjuntamente (en simul-
taneo), no resultando aplicable el numeral 7 del articulo

Se valid la legalidad de la Primera Disposicién Com-
plementaria Transitoria del Decreto Legislativo 1421.
El Tribunal Constitucional precisé que aplicar el nue-
Vo inicio de la prescripcion (desde la notificacién del
valor) a casos antiguos que ain estaban en trémite y

442 del Cédigo Tributario. Asimismo, se precisé que una vez
iniciado el plazo prescriptorio, este no podia ser modificado
por una norma posterior.

que todavia no habian preserito no constituye una
aplicacién retroactiva de la norma. A partir de ello,
seffalaron que el plazo prescriptorio de la accién de
cobro no es simulténeo, sino que es independiente
y posterior al de la accién de determinacién, ya que
juridicamente es imposible exigir el cobro de una
deuda tributaria que atin no ha sido emitida, notifi-
cada y cuantificada.

Fuente: Elaboracién propia






OEBPS/image/Vasquez_fig_4.jpg
igura 4: Representacién gréfica de la interpretacién del Decreto Supremo 086-2004-EF hecho
por la Corte Suprema en la Casacién 17472-2023-LIMA

Declaratoria
o de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante ‘testamento extrajudicial
! >
Lo sucesién in- - Cadaunodeloshe- - Adjudicado el
divisa _adquiere rederos adquiere  inmueble, la su-
en la fecha del (a prorrata) en lacesin indivisa se
fallecimiento del fechadeladeclara-  extingue.
causante. toria de herederos - Ante el silencio
- Decreto Supremo o la inscripcién del del Decreto Su-
086-2004-EF, nu- testamento. premo 086-2004-
meral 2 - Decreto Supremo EF, se aplica el
086-2004-EF,  nu- articulo 660 del
meral 3 Cédigo Civil.

Fuente: Elaboracién propia.
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Tabla 2

Norma / Resolucién

Legislador

Mas garantista para el
contribuyente

Decreto Legislativo 1311 y Exposicién de Motivos

La norma no condiciona la regla de la suspensién a ningdn caso en concreto; sin
embargo, en la Exposicién de Motivos sf hace referencia a un caso concreto: cuan-
do'se ha excedido el plazo para resolver el recurso e reclamacién o apelaciény se
declara la nulidad del acto reclamado.

Tribunal
Constitucional

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 02051-2016-PA/TC (caso Industrial Paramonga
SAC)

No condiciona la regla de que la suspensién opera durante los plazos legales para
resolver los recursos impugnatorios tnicamente a los casos en los que se declaré
nulidad de los actos administrativos. Por el contrario, su razonamiento tiene un
alcance general.

Tribunal Fiscal

Menos garantista para
el contribuyente

Resolucién del Tribunal Fiscal 00549-Q-2024

La suspensién operard solo durante los plazos méximos para resolver el recurso de
reclamacin y apelacién, Gnicamente cuando en el procedimiento se haya decla-
radola nulidad del acto administrativo (precedente de observancia obligatoria).

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 3

Estado con CDI con Perii

Celebracién del MLI

Ratificacién del ML

Brasil 20/10/2025 Pendiente
Canada 07/06/2017 29/08/2019

Chile 07/06/2017 26/11/2020
Repiiblica de Corea 07/06/2017 13/05/2020
Japon 07/06/2017 26/09/2018
México 07/06/2017 15/03/2023
Portugal 07/06/2017 28/02/2020
Reino Unido 07/06/2017 29/06/2018
Suiza 07/06/2017 29/08/2019

Fuente: Elaboracién propia
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Graéfico 2:

Digitalizacién de procesos

Sector Publico "

| sector Privado

Automatizacin

- Interoperatividad

Estandarizacion de procesos y trémites
Documentos digitales o digitalizados

Plataformas electrdnicas
Mecanismos de seguridad y
validacién

Mecanismos y medios
electrénicos
Interconectividad

- Gestion transversal del riesgo

Cambio de matriz de riesgos - Impactos Operador Econémico Autorizado

- Mecanismos alternativos a la inspeccion fisica

Politicas de Gobierno Digital

Virtual

cién de procedimientos

- Ventanillas virtuales
Expedientes electrénicos

i ehoras b Tk

- Informes orales virtuales
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Cuadro 6:

Escenarios de indeterminacién entre el Tribunal Fiscal y el Poder Judi

Grgano

Tribunal Fiscal

Poder Judi

o Tribunal Constitucional

Naturaleza de la participacién del asociado de una a

sociacién en participacién

ROO 02398-11-2021

I Tribunal Fiscal sostiene que la participacién entregada al aso-
ciado constituye dividendos u otra forma de participar en las
utilidades. En tal sentido, estard o no gravada con el impuesto
seglin quien sea el asociado.

La Corte Suprema todavia no ha emitido pro-
nunciamiento sobre dicho tépico.

Intereses moratorios aplicables a los pagos a cuenta del aporte al derecho especial destinado al Programa Nacional

de Telecomunicaciones

Posicion

ROO 04777-12-2023

El interés moratorio aplicable a los pagos a cuenta del aporte al
Programa Nacional de Telecomunicaciones se calcula exclusiva-
mente utiizando la Tasa de Interés Moratorio (TIM) aprobada
por la SUNAT, conforme al articulo 33 del Cédigo Tributario. Por
lo tanto, debe inaplicarse el articulo 239 del Reglamento Ge-
neral de la Ley de Telecomunicaciones, al contravenir una dispo-
sicién jerarquica superior.

La Corte Suprema todavia no ha emitido pro-
nunciamiento sobre dicho tépico.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 2

MC OCDE del 2017

Documentos del Proyecto BEPS

Materia

Nuevo Preémbulo Accion BEPS 6 Lucha contra practicas de Treaty Shopping
Articulo1(2) y (3) Accion BEPS 2 Entidades hibridas
Articulo 3 (1) (i) Accidn BEPS 6 Fondos de pensiones reconocidos
Articulo 3 (2) Accién BEPS 14 Interpretacion por autoridades competentes
Articulo 4 (1) Accion BEPS 6 Fondos de pensiones como residentes
Articulo 4 (3) Accion BEPS 2y 6 Regla corporativa tie-break
Articulo 5 (4) (f), (5), (6) y (8) Accidn BEPS 7 Definicion de establecimiento permanente
Articulo 8 Accidn BEPS 2 Eliminacién de lugar de direccion efectiva
Articulo 10 (2) (a) Accion BEPS 6 Transferencia de dividendos
Articulo 13 (3) Accion BEPS 2 Transporte internacional
Articulo 13 (4) Accion BEPS 6 Transferencia de acciones
Articulo 23 A Accidn BEPS 6 Meétodo de exencion
Articulo 23 B (1) Accidn BEPS 6 Método del crédito
Articulo 25 (1) y (5) Accion BEPS 6 Procedimiento de acuerdo mutuo
Articulo 29 Accion BEPS 6 Otorgamiento de beneficios (entitlement to benefits)

Fuente: Elaboracién propia a partir de Hattingh (2020, p. 186)
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Tabla 3

Posicién

Norma / Resolucién

Legislador

Menos favorable para el
contribuyente

Decreto Legislativo 981

La declaracién de nulidad del acto administrativo no afecta la suspensién
del plazo de prescripcién que se da durante el procedimiento contencioso-
tributario o de la demanda contencioso-administrativa vinculada a dicho acto.

Menos favorable para el
contribuyente

Resolucién 00161-1-2008

Se suspende el plazo prescriptorio durante la tramitacién del procedimiento
contencioso-tributario en el que se declara la nulidad de la resolucién de de-
terminacién o de multa (precedente de observancia obligatoria).

Tribunal
Constitucional

Més favorable para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 04068-2023-PA/TC (caso Kallpa Genera-
ciénS.A)

La suspensién del plazo de prescripcién durante la tramitacién del procedi-
miento contencioso-tributario tnicamente resulta constitucionalmente legi-
tima cuando el procedimiento contencioso-tributario concluye confirmando
la validez de los actos administrativos cuestionados y no cuando se declara la
nulidad de los mismos.

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla 1:

Ley 20816 (22.12.2011)

Se sustituye el nombre de la entidad SUNAT por Superintendencia Nacional de Aduanas y
de Administracion Tributaria

Ley 20073 (24.12.2012)

Se incorpora en la lista de inafectaciones al pago de derechos arancelarios a los vehiculos
especiales o las tecnologias de apoyo, dispositivos y ayuda compensatoria para el uso ex-
clusivo de personas con discapacidad

Ley 30131 (19.12.2013)

Medidas sobre disposicion de mercancias por parte de la aduana

Ley 30230 (12.07.2014)

Disposiciones sobre obligaciones de los agentes de aduana, aplicacion de intereses morato-
fios, destruccion de documentos relacionados con los despachos aduaneros

Ley 30296 (31.12.2014)

Disposiciones sobre comiso de mercancias, precisiones sobre consultas particulares en
materia aduanera derivadas del Codigo Tributario

Ley 30498 (08.08.2016)

Se incorpora en la lista de inafectaciones a las donaciones efectuadas a favor de las enti-
dades del sector publico

Ley 31974 (11.01.2024)

Autorizacion excepcional para disponer de mercancias por parte de la aduana

Fuente: Elaboracion propia
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Cuadro 4:

Escenarios de convergencia entre el Tribunal Fiscal y el Poder Judi

Organo Tribunal Fiscal Poder Judicial o Tribunal Constitucional
Intereses moratorios por pagos a cuenta (nuevo criterio del Poder Judicial)
ROO 05359-3-2017 Precedente Judicial 6619-2021-Lima
Corresponde la aplicacién de intereses moratorios y san- | Corresponde el cobro de intereses moratorios a los pa-
ciones por los pagos a cuenta del impuesto a la renta, | gos a cuenta del impuesto a la renta, cuando los mis-
en caso de que con posterioridad al vencimiento o deter- | mos no fueron efectuados en la forma y el integro del
Posicién | minacién de la obligacién principal se hubiera modifica- | monto que corresponda en cada oportunidad.
do la base de célculo del pago a cuenta o el coeficiente
aplicable o el sistema utilizado para su determinacién
por efecto de la presentacién de una declaracién jurada
rectificatoria o de la determinacidn efectuada sobre base
cierta por la Administracién.
Compensacién de créditos
ROO 08679-3-2019 Casaciones 14133-2014-Lima, 3727-2016-Lima
yotras
| De acuerdo con el articulo 40 del Cédigo Tributario, el | La norma no prohibe que el contribuyente pueda soli-
Posicién i 4 .
contribuyente puede compensar a solicitud de parte, el | citar una compensacién de los saldos a su favor, con las
saldo a favor del impuesto a la renta contra otras deudas | deudas que coexistan en ese momento. La Administra-
que administre la SUNAT, distintas a pagos a cuenta. ci6n se encargaré de comprobar, verificar y/o fiscalizar
el mencionado saldo a favor.
Renuncia técita a la prescripcién ya ganada por presentacion de fraccionamiento
Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal Precedente Judicial 21690-2019-Lima
El acogimiento a fraccionamientos que incluyan tributos | Las reglas de prescripcién del Cédigo Civil no resultan
| y periodos ya prescritos no constituye causal que deter- | aplicables a las obligaciones tributarias, en la medida
Posicién | mine la pérdida del referido derecho, el que, de acuerdo | en que se trata de &mbitos normativos distintos.
con el articulo 48% del Codigo Tributario, puede oponerse
en cualquier estado del procedimiento administrativo o
judicial.
Los Tribunales Administrativos se encuentran prohibidos de aplicar control difuso de constitucionalidad
R —— Expediente 04293-2012-PA/TC
(caso Consorcio Requena)
El Tribunal Fiscal, en concordancia con el precedente del | Conceder facultades a los tribunales administrativos
Tribunal Constitucional, dejé de ejercer control difuso | para ejercer el control difuso lleva a quebrar el equi-
Posicién | —especialmente en materia de tributacion municipal- y | librio entre democracia y constitucionalismo, al permi-

formalizé esta posicién mediante el Acuerdo de Sala Ple-
na2014-12.

tir que quien por imperio de la Constitucién no posee
legitimidad directa y expresa pueda hacer ineficaces
las normas juridicas vigentes. Se dejé sin efecto el pre-
cedente vinculante contenido en la Sentencia 03741-
2004-Al/TC.

No existe controver

contribuyent rectifica declara

n jurada aceptando los reparos de la Administracién

Posicién

ROO 07308-2-2019

Precedente Judicial
03158-2022 Lima

Si el contribuyente rectifica su declaracién jurada acep-
tando las observaciones acotadas por la Administracién
Tributaria, y esta emite resoluciones directorales confor-
me a lo rectificado, tales observaciones no constituyen
reparos y, por tanto, no son susceptibles de controversia
(no pueden impugnarse).

La declaracién jurada rectificatoria que recoge las ob-
servaciones de una fiscalizacién constituye un acto vo-
luntario del contribuyente con plenos efectos juridicos.
Por ello, la posterior resolucién directorial que forma-
liza dicha informacién no contiene ningtn reparo que
pueda ser materia de controversia.

Fuente: Elaboracién propia
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Gréfico 2: Mecanismo de trans
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Fuente: Elaboracién propia a partir de Mankiw (2021).
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Gréfico 1: Presién tributaria y evasién en paises de la regién, PBI
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Cuadro 5:

Escenarios de convergencia entre el Tribunal Fiscal, el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional

Grgano Tribunal Fiscal Poder Judicial Tribunal Constitucional
Intereses moratorios por exceso de plazo legal
Uniforme jurisprudencia
del Tribunal Fiscal emitida a Precedente Judicial Expediente 03525-2021-PA/TC
partir de la publicacién de la 6619-2021-Lima (caso Maxco)
Sentencia 03525-2021-PA/TC.
La Administracién Tributaria, se encuentra
prohibida de aplicar intereses moratorios
Posicién | No corresponde Ia aplicacidn | COesPonde 1a suspension de | luego de que se haya vencido el plazo legal

de intereses moratorios cuan-
do la Administracién excedi
los plazos legales para resolver
los recursos impugnatorios
presentados.

intereses moratorios devenga-
dos por la demora en resolver los
recursos impugnatorios en sede
administrativa, por vulnerar los
principios de razonabilidad y no
confiscatoriedad

para resolver el recurso administrativo, con
prescindencia de la fecha en que haya sido
determinada la deuda tributaria y con pres-
cindencia de la fecha que haya sido interpues-
to dicho recurso, a menos de que pueda pro-
bar objetivamente que el motivo del retraso
es consecuencia de la acreditada conducta de
mala fe o temeraria del administrado.

Fuente: Elaboracién propia
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Grifico 3: Grandes mensajes del capitulo

simplificacion aduanera

Gestin del riesgo

Seguridad juridica

Uso de tecnologias de la
informacién

Envios de entrega répida

ico del TLC con USA

“Retirar las mercancias de inmediato o casi de inmediato”

‘Focalicemos los controles’

“Evitemos sorpresas’

‘Automaticemos los procesos

‘Generemos procedimientos expeditivos que permitan
reducir tiempos






OEBPS/image/Chipana_y_Mayor_tabla_2.jpg
Tabla

leterogeneidad de Costos Logisticos en Cuencas Amazénicas

Cuencas fluviales
de la selva®

Funcién de costo
(5/ton)

Interpretacion econémica

Interpretacion tributaria

Rio Amazonas

Sy=64.6+0.29(4$

Friccién moderada: el bajo costo
marginal ($\beta = 0.295) permi-
te economias de escala y facilita
transacciones de mayor volumen.

Los costos logisticos marginales son relati-
vamente bajos; por ende, el cumplimiento
territorial resulta viable y el incentivo tri-
butario puede traducirse en inversién real y
expansién productiva.

Rio Momén

Sy=83.1+121(4$

Friccién severa: la pendiente ele-
vada ($\beta = 1.215) cuadruplica
el costo respecto del eje principal,
haciendo ineficiente el comercio
de larga distancia.

Los costos logisticos marginales son eleva-
dos; por ende, el Régimen actia como una
barrera indirecta de acceso. Las empresas
quedan excluidas no por incumplimiento fis-
cal, sino por inviabilidad econdmica.

Rio Tigre

Sy=-383.4+1.30()%

Falla de mercado: los costos
marginales son prohibitivos ($\
beta = 1.303), por lo que operar
exclusivamente en esta cuenca sin
soporte externo resulta inviable.

Los costos logisticos marginales son prohi-
bitivos; por ende, el beneficio tributario es
materialmente inaccesible  la presion fiscal
efectiva se incrementa en lugar de aliviarse.

Rio Napo

Sy=1745+029(x)$

Barrera de entrada: el alto inter-
cepto ($\alpha = 174.55) refleja
barreras de entrada estructurales.

Los costos iniciales muy altos favorecen la
concentracién empresarial e impiden la en-
trada de pequefios operadores que no pue-
den absorber dichos costos fijos.

Fuente: Elaboracién propia a partir de Instituto de la Amazonia Peruana (2018.
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Cuadro 1

Supuestos de hecho

Consecuencia juridica

- i se busca confirmar el sentido interpretativo obtenido en
funcién al articulo 31 de la CVDT.

- i el sentido interpretativo obtenido en funcién al articulo
31 de la CVDT es ambiguo o tiene sentido oscuro.

- i el sentido interpretativo obtenido en funcién al articulo
31 de la CVDT conduce a un resultado manifiestamente ab-
surdo o irrazonable.

- Se podré acudir a medios de interpretacion complementa-
tios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y
a las circunstancias de su celebracién.

Fuente: Elaboracién propia






OEBPS/image/Chipana_y_Mayor_tabla_1.jpg
Tabla 1: Territorio de la Amazonia segun la Ley 27037

Departamento Alcance
Amazonas | - Todo el territorio.
Ayacucho | - Distritos de Sivia, Ayahuancoy Liochegua de la provincia de Huanta
> - Distritos de Ayna, San Miguel y Santa Rosa de la provincia de La Mar
Cojamarca | - Provincia de Jaén
U - Provincia de San Ignacio
- Distrito de Yanatile de la provincia de Calca
Cusco - Provincia de La Convencién
- Distrito de Kosfiipata de la provincia de Paucartambo
- Distritos de Camanti y Marcapata de la provincia de Quispicanchis
Huancavelica | - Distritos de Huachocolpa y Tintay Puncu de la provincia de Tayacaja
- Provincia de Leoncio Prado
- Provincia de Puerto Inca
- Provincia de Marafién
Muinuco | - Provincia de Pachitea
- Distrito de Monzén de la provincia de Huamalies.
- Distritos de Churubamba, Santa Maria del Valle, Chinchao, Huanuco, Amarilis y Pillco Marca de la provin-
cia de Huanuco
- Distritos de Conchamarca, Tomayquichua y Ambo de la provincia de Ambo
Junin - Provincia de Chanchamayo
- Provincia de Satipo
La Libertad | - Distrito de Ongdn de la provincia de Pataz
Loreto - Caso particular, con salvedades*
Madre de Dios | - Todo el territorio
Pasco - Provincia de Oxapampa
Piura - Distrito de Carmen de la Frontera de la provincia de Huancabamba
— - Distritos de Coaza, Ayapata, Ituata, Ollachea y San Gabén de la provincia de Carabaya. Distritos de San

Juan del Oro, Limbani, Yanahuaya, Phara, Alto Inambari, Sandia y Patambuco de la provincia de Sandia

- Todo el territorio

- Todo el territorio

n propia a partir de la Ley 27037 (1998).
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Gréfico 5: Cambios estructurales introducidos por el Decreto Legislativo 1053

Simplificacién aduanera |+

Gestiéndel riesgo |

Seguridad juridica |

Uso de tecnologias de la
informacién

Envios de entrega
répida

et it vk

s

Libre disposicion de mercancias en 48 horas
sistema anticipado de despacho aduanero

Sistema de garantias globales y especificas

Despacho aduanero en el punto de llegada (zona primria)

Retiro de mercancias antes de decision final en relacion en con despacho

Uso de técnicas de gestion del riesgo
Reconocimiento fisico no debe superar al 15% de las declaraciones numeradas
Figura del Usuario Aduanero Certificado (Operador Econémico Autorizado)

Publicacién de toda norma exigible y de resoluciones que fijen crterios dea aduzna
Publicacién de proyectos normativos

Puntos de consulta

Emision de resoluciones anticipadas sobre temas especificos (valoracion aduanera,
dasificacion arancelaria, etc.)

Transmision de data electronica antes de la llegada del envio
Sistemas electrnicos para el anlisis y direccionamiento de riesgos
Uso de normas internacionales (sistemas de gestion de calidad)
Sistemas electrdnicos accesibles a los usuarios aduaneros

Creacién de procedimientos expeditivos
Procedimiento de la data antes del arribo del envio
Utlizacion minima de documentos

Despacho en 6 horas sin limite de peso i valor
Envios por menos de USD 200 no tributan
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Grafico 3: Mecanismo de arbitraje regulatorio y precios de transferencia

Régimen tributario

% Lima (Régimen de
preferencial de la
s renta general)
Entidad A Entidad B
(productor cautivo) (distribuidora)
Tasa IR: 5% (| Tasa IR: 20.5% — C“":i':l’:l'd‘"
Activos fijos + mano de obra Marketing + ventas
Transferencia interna: Venta de mercado: margen
P A comercial minimo o nulo
tjetive:maririzar i Objetivo: minimizar la base
al20.5%
margen al 5%

Fuente: Elaboracién propia.
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Grafico 4:

Dec. Leg 1433
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Tabla 2: Beneficios y restricciones asociados a las categorias del PdC

Categoria Beneficio o restricciones.
A Beneficio: destinar saldo de detracciones para pago de tributos de importacién.
B Ninguno
G Ninguno
Restricciones generales:
a. Reduccin al 30% del umbral general para la obligacién de uso de medios de pago (monto se fija en §/ 600 0
5 USD 150);
b. mayor plazo (90 dias) para que surtan efectos eventuales declaraciones rectificatorias;
. habilitacién automética para aplicar medidas cautelares previas al procedimiento coactivo;
d. perder la calificacién de establecimiento cuyas ventas otorguen devolucion de IGV a turistas.
Restricciones adicionales para E:
a. Plazos més largos (6 meses adicionales) para atender determinadas solicitudes de devolucién del IG
E b. condicionar el cambio de domicilio a la previa autorizacion de la SUNAT; y

c. causal de ingreso como recaudacién los montos depositados en cuentas del Sistema de Pago de Obligaciones
Tributarias (SPOT).

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla 1

Posicién®®

Norma / Resolucién

Legislador

Menos garantista para
el contribuyente

Decreto Legislativo 1311

Se establece la suspensién durante los plazos legales para resolver los recursos
Gnicamente para procedimientos iniciados luego de su entrada en vigencia.

Tribunal
Constitucional

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 02051-2016-PA/TC (Caso Industrial Paramon-
83 SAC)

El Decreto Legislativo 1311 no cred una nueva limitacién temporal, sino que posi-
tivizé una consecuencia que ya derivaba de una interpretacién constitucional de
la norma, seg(n la cual, la suspensién debid operar siempre durante los plazos
legales para resolver los recursos.

Corte
Suprema®

Menos garantista para
el contribuyente

Casacién 12754-2014-Lima

Exhort6 al legislador a establecer un limite temporal para la suspensién durante
el procedimiento contencioso-tributario establecido en el articulo 46 del Codigo
Tributario, pues su redaccién original no contempla dicho limite.

Casacién 11947-2022-Lima
Sefiala que la suspensién opera tnicamente durante los plazos legales para re-
solver los recursos respecto de los procedimientos iniciados luego de la entrada
envigencia del Decreto Legislativo 1311 (precedente de observancia obligatoria).

sala Superior”

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 04357-2022

Se aparta del precedente contenido en la Casacién 11947-2022-Lima y aplica el
criterio del Tribunal Constitucional, esto es, que la suspensién del plazo prescrip-
cién opera solo dentro de los plazos para resolver los recursos de reclamacién o
de apelacién, establecidos en el Codigo Tributario.

Fuente: Elaboracién propia
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Gratico 6: Segmentacion por grupo de operadores

- Transmitir la declaracién aduanera de conformidad con los datos proporcionados por el
operador interviniente
- Identificar correctamente al duefio, consignatario o consignante de la mercancia o al

dog:mdw. representante de estos
i - Expedir documentacién autenticada contando con el original en sus archivos o que corresponda

a un despacho en el que haya intervenido

Iere - Transmitir solo una declaracién para una misma mercancia

autorizacién) - Entregar la mercancia al duefio o consignatario o al responsable del almacén aduanero de
corresponder, conforme a lo establecido legalmente o cuanto cuente con la autorizacién de la
administracién aduanera, segtn corresponda

(requiere de

- Destinar correctamente la mercancfa al régimen, tipo o modalidad de despacho

- Declarar en forma correcta el valor y proporcionar informacién completa y que guarde
conformidad con los documentos presentados para el despacho

- No destinar mercancia prohibida y destinar mercancia restringida con la documentacién
exigible

- Permitir los accesos a sus sistemas de informacién en la forma y el plazo establecidos por la
autoridad aduanera

- Reembarcar la mercancfa prohibida o restringida dentro del plazo establecido legalmente o
dispuesto por la autoridad aduanera

Operador de
Interviniente
(no requiere de
autorizacién)

Tercero - Proporcionar, exhibir o transmitir informacion o documentacién veraz,
vinculado auténtica, completa, sin errores en la forma y plazo establecidos legalmente o
(no requiere dispuesto por la autoridad aduanera, segun corresponda
de autorizacién) - Comparecer ante la autoridad aduanera cuando sea requerido

P Elalitn B
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Tabla 1: Clasificacién de los contribuyentes segin el PdC

Categoria Nivel Detalle
A Muy alto cumplimiento Cumplimiento formal y material Gptimo
8 Alto cumplimiento Cumplimiento formal y sustancial esperado
c Medio cumplimiento Incumplimiento formal y/o sustancial medio o antigiiedad inferior a 6 meses
D Bajo cumplimiento Incumplimiento formal y/o material significativo
3 Muy bajo cumplimiento Incumplimiento formal y/o sustancial muy significativo

Fuente: Elaboracién propia
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igura 1: Representacion gréfica de lo dispuesto en el articulo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta

Declaratoria

o de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante testamento extrajudicial

00— >—>

- las rentas se re- ®
putan como una
sola persona.

- Articulo 17, UR
(primer pérrafo)

Fuente: Elaboracién propia.

Los herederos in-
corporan a sus ren-
tas en proporcion
sobre el acervo su-
cesorio.

Articlo 17, LR

(segundo pérrafo)

Cada heredero
computa sus ren-
tas por los bienes
que le sean adju-
dicados.

Articulo 17, LR
(tercer pérrafo)
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Cuadro 1:

Tribunal Fiscal (aticulo 154° el Tuo | Peder udicial (articulo o0 S umal Constttunionsl
o ‘del Codigo Tributario y articulo VI” lel CPC, articulo 36 Tribunal Constitucional
pecto dela LPCA y articulo 22° (articulo VI del NCPC)
del TUO de la LPAG)
dela LOP))
Grganc emisor | Tribunal Fiscal (Sala Especializada o Sala | Sala Constitucional y Social de | Tribunal Constitucional (Ple-
E Plena). la Corte Suprema. no).
Solo drganos de la Administracién Tribu-

Eficacia taria (SUNAT, Organismo Supervisor de | Todos los érganos jurisdiccio- | Todos los érganos jurisdiccio-
vineutarte | 12 Inversion en Energia y Mineria, Orga- | nales, salvo excepcion fundada | nales y administrativos, sin
nismo Supervisor de Inversién Privada en | (apartamiento motivado). excepcién®.

Telecomunicaciones, entre otros).
- Interpretacién de modo expreso y con
carécter general el sentido de las nor-
mas tributarias®. - Existencia de contradiccio-
- Existencia resoluciones con fallos con- eoradondial
tradictorios entre si. nelonneass
e ’ - Interpretaciones erréneas
- Modificacién de un criterio anterior, sea B
; ; o e una norma.
0 no vinculante. Sentencias que fijan principios - Existencia de un vacio le-
- Aclaracién del sentido de una norma | jurisprudenciales donde ex- |~ M
Supuestos que por su oscuridad genera una duda | presamente se declare el pre- | _EESTe. L L
habilitantes razonable en su interpretacién y, por | cedente y se formule la regla P

ello, se dispense de la aplicacién de
intereses y sanciones respecto de los
incumplimientos producidos antes de la
aclaracién de la norma®.

- Verificacién de criterios reiterados o
recurrentes de las Salas Especializadas,
dea Oficina de Atencién de Quejas o de
los Resolutores—Secretarios'®.

juridica (contencioso-adminis-
trativo).

lidades interpretativas.

- Conductas inconstituciona-
les con efectos generales.

- Modificacién de preceden-
te (Séenz Dévalos, 2022,
pp. 271-276).

habilitantes

- Cuando se apliquen la norma de mayor
jerarquia para la resolucién del caso
concreto, conforme con el articulo 102
del Codigo Tributario (Caller Ferreyros &
Reyna Farje, 2013, pp. 31-32).

Facultad de
apartamiento
del precedente

Los acuerdos de Sala Plena del Tribunal
Fiscal, adoptados conforme al Acuerdo
10-2002, son de aplicacién obligatoria
tanto para los vocales como para la Ad-
ministracion Tributaria, sin posibilidad de
inaplicacién, salvo que sean modificados
por el propio Tribunal, por ley o por regla-
mento.

Los tribunales de menor ins-
tancia ‘pueden’ apartarse del
precedente si existen circuns-
tancias particulares debida-
mente motivadas (fundamen-
tos de hecho y derecho del
apartamiento).

Solo el propio Tribunal Cons-
titucional puede apartarse y
modificar su precedente, si
se cumplen tres requisitos:
- Pleno del Tribunal Consti-
‘tucional.
- Cinco votos conformes.
- Motivacion ~ expresa
apartamiento.

del

Formay
requisitos para
su creacién

La resolucién debe:

- Declarar expresamente que posee ca-
récter de observancia obligatoria.

- Ser publicada en El Peruano.

La sentencia debe:

- Fijar principios jurispruden-
ciales.

- Ser publicada en El Peruano.

Sentencia debe:

- Sefialar expresamente que
es precedente.

- Formular la regla jurfdica
aplicable”.

- Precisarsuefectonormativo.

- SerpublicadaenEl Peruano.

Modificacién o
derogacién del
precedente

Solo por el propio Tribunal Fiscal, por
reglamento o por ley. Se requiere nueva
resolucién con publicacién en El Peruano.

Puede ser modificado por la
misma sala con justificacién
expresa. No se exige mayoria
especial, salvo accién popular
(4 jueces supremos).

Solo mediante Pleno del
Tribunal Constitucional con
Voto conforme de cinco ma-
gistrados. Se requiere de
sentencia motivada y publi-
cacién.

(SUNAT)

SUNAT no puede interponer demanda
contencioso-administrativa contra juris-
prudencias de observancia obligatoria.

No hay prohibicién; el prece-
dente puede ser objeto de re-
visién mediante una demanda
de amparo o una nulidad de
cosajuzgada fraudulenta.

Obligatoriedad absoluta; el
precedente solo puede ser
dejado sin efecto por el pro-
pio Tribunal Constitucional
bajo requisitos estrictos.

Fuente: Elaboracién propia
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Grifico 7: Evolucién del programa OEA
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Tabla 1:

riterios de sujecion para gravar las enajenaciones indirectas en el derecho comparado

Criterios de sujecién en los regimenes de enajenacién indirecta

e Participacién minima Materialidad econémica
Colombia No Més del 20% de los activos colombianos.
Chile 10% Més del 20% del valor de mercado o 210,000 Unidades Tributarias Anuales.
Argentina 10% Més del 30% del valor de la entidad extranjera.
México No Més del 50% del valor en inmuebles.

Fuente: Elaboracién propia.
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Gréfico 8: Beneficios del programa OEA

- Garantia Nominal en vez de Carta Fianza y Péliza de
Caucién para diferimiento de exigibilidad de pago de la

obligacién tributaria aduanera
- Actuacion directa como agente de aduanas sin —> Reduccién costos operativos
presentacion de garantia para operar

- Disminucién del nivel de riesgo el operador
- Embarque directo

n preferente canal rojo

- Atencin preferente tramites y procedimientos
- Atencin preferente contingencias cierre puertos y/o — Fluidez operaciones COMEX
aeropuertos

- Inspecciones més égiles

- Asignacién de sectorista exclusivo
- Atencion personalizada R Buena calificacién ante

- Reduccién plazos de procedimientos 2 aduana
- Reconocimiento mutuo (socios comerciales del Perd)
- Ventaja comercial (mejora de categoria y reputacidn del
operador
feedod) — Beneficios indirectos

- Mejora procesos internos de control
- Incremento nivel de competitividad

i Pl e iy
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Cuadro 5

[ Entrada en vigor del MLl para el Peri | Entrada en vigor del MLI para el otro Estado
Perd-Brasil 01/10/25 Pendiente de ratificacion
Perd-Canadi 01/10/25 01/12/19
Perdi-Chile 01/10/25 01/03/21
Perti-Corea 01/10/25 01/09/20
Peri-México 01/10/25 01/07/23
Perd-Portugal 01/10/25 01/06/20

Fuente: Elaboracién propia
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Figura 2: Representacién grafica de lo dispuesto en la Primera Disposicién Transitoria
y Final del Decreto Supremo 086-2004-EF
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